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ACCIONANTE: MARÍA ISABEL GUZMÁN Y OTRA


DECLARA IMPROCEDENTE

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Providencia:
Sentencia  – 1ª instancia – 15 de junio de 2018

Proceso:    
Acción de Tutela 
Radicación Nro. :
 6600122040002018 00112 00
Accionante: 
 MARÍA ISABEL GUZMÁN Y OTRA
Accionado:
 FISCALÍA 10 DELEGADA ANTE LA H. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 

        DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / ARCHIVO DE INDAGACIÓN PRELIMINAR / INCONFORMIDAD  PUEDE PLANTEARSE ANTE JUEZ DE CONTROL DE GARANTÍAS / SUBSIDIARIEDAD / EXISTENCIA DE OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL / IMPROCEDENTE / El artículo 79 C.P.P, relativo al archivo de las diligencias dispone: “Cuando la Fiscalía tenga conocimiento de un hecho respecto del cual constate que no existen motivos o circunstancias fácticas que permitan su caracterización como delito, o indiquen su posible existencia como tal, dispondrá el archivo de la actuación”, y ello conllevó a que el funcionario judicial al analizar las circunstancias planteadas por las denunciantes, considerara que los injustos que le fueron enrostrados al Director Seccional de Fiscalías de Antioquia no se adecuaban a los delitos endilgados, y, consecuente con ello, dispuso el archivo de la actuación. No obstante, también indicó que la citada orden no tenía efectos de cosa juzgada material y por ende de surgir en el futuro nuevos elementos probatorios o fundamentos que permitieran continuar con el ejercicio de la acción penal, se procedería de conformidad de no haberse extinguido la acción penal, e igualmente que no de compartirse la motivación expuesta, y al carecer tal decisión de recursos, los interesados PODRÍAN ACUDIR AL JUEZ DE CONTROL DE GARANTÍAS, de conformidad con lo indicado en la sentencia C-1154/16.

(…)

Así se afirma, por cuanto, de existir nuevos elementos probatorios podrían solicitar ese desarchivo en cualquier momento, con antelación por supuesto a que se presente la extinción de la acción penal; o, como ya se les ha hecho claridad en las dos resoluciones, también pueden acudir ante el juez de control de garantías para que esa autoridad judicial ejerza control de legalidad sobre las referidas providencias y se determine si le asiste o no razón a las accionantes en su reclamo.

Todo lo anterior permite señalar, sin equívoco alguno, que ante la existencia de otros medios de defensa judicial y con fundamento en el principio de subsidiariedad que rige la acción de tutela, la misma no se constituye en el mecanismo idóneo ni eficaz para atacar la decisión proferida por la Fiscalía 10 Delegada ante la H. Corte Suprema de Justicia, y, en consecuencia, la pretensión se torna improcedente y así habrá de declararse.
         REPÚBLICA DE COLOMBIA
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                                        RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
        SALA de decisión PENAL

              Magistrado Ponente 
      JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, quince (15) de junio de dos mil dieciocho (2018)

                                                                    Acta de Aprobación No. 504
                                                   Hora: 3:30 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por las señoras MARÍA ISABEL GUZMÁN y MARÍA TOMASA GUZMÁN contra la Fiscalía 10 Delegada ante la H. Corte Suprema de Justicia, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales al trabajo, mínimo vital, salud, paz, tranquilidad y buen nombre.
2.- SOLICITUD 
Lo sustancial de la información que aportan las accionantes, en el extenso y confuso escrito de tutela
, se centra en la inconformidad con la decisión proferida por el Fiscal 10 Delegado ante la H. Corte Suprema de Justicia en  diciembre 12 de 2017, por medio de la cual ordenó el archivo de la denuncia que formularan MARÍA ISABEL GUZMÁN y MARÍA TOMASA GUZMÁN en contra del Dr. CARLOS JAIME TABORDA TAMAYO, en su condición de Director Seccional de Fiscalías de Antioquia, el cual, según se afirma, ha puesto en entredicho el nombre de MARÍA ISABEL GUZMÁN ante diversos estamentos de la Fiscalía donde labora, al haber incurrido en injuria y calumnia, e igualmente por causarle lesiones a ambas señoras, para lo cual hace se extensa relación de los hechos que tuvieron ocurrencia entre los años 2013 y 2015. Aclara que contra esa determinación interpuso los recursos ordinarios de reposición y apelación, porque estima que la Fiscalía no valoró las pruebas aportadas. Solicita en consecuencia que se desarchive la actuación y se continúe el trámite.

3.- CONTESTACIÓN

Admitida la acción constitucional se corrió traslado a la Fiscalía 10 Delegada ante la Alta Corporación y se ordenó vincular al Dr. CARLOS JAIME TABORDA TAMAYO –Director Seccional de Fiscalías de Antioquia-, quienes al respecto señalaron:

- El señor Fiscal Décimo: informa que en la referida actuación y luego de desarrollarse el respectivo programa metodológico, se llegó a la conclusión objetiva que los hechos denunciados no constituían las conductas referidas en la denuncia ni ninguna otra, como así se sustentó en la orden de archivo de diciembre 17 de 2017, frente a la cual la señora MARÍA ISABEL GUZMÁN solicitó se decretara el desarchivo y se reanudara la investigación, lo que fue respondido mediante orden de mayo 03 de 2018, por medio de la cual se le comunicó que no se reunían los requisitos para ello al no contarse con nuevos elementos de prueba que permitieran adoptar una postura distinta a la señalada en la resolución de archivo; además de contar con la posibilidad de acudir ante el juez de control de garantías para dirimir la controversia suscitada. Es enfático en señalar que no obstante que la actora en la tutela repite con insistencia los hechos denunciados y hace afirmaciones genéricas y ambiguas frente a la decisión proferida, estima que en dicho trámite sí se respetaron sus derechos.

- Por parte de la actora se allegó un documento adicional donde anexa un CD, el que igualmente se aportó a la Fiscalía, y en cuyo contenido se aprecian algunas de las circunstancias aludidas en las que fue objeto de agresiones, mismo que según se afirma no fue apreciado como tenía que ser por parte del delegado. Así mismo, copia de un documento que remitió el Director de Fiscalía CARLOS JAIME TABORDA a un magistrado de la Sala Disciplinaria de Medellín, donde, en su sentir, dice una cantidad de mentiras y la difama, a consecuencia de lo cual las autoridades a las que acudía le creían más a él que a ella.

- El Procurador 149 Judicial II Penal: señala que conforme lo tiene sentado la jurisprudencia constitucional, la tutela no puede convertirse en una tercera instancia y la excepción se da cuando se cumplan los requisitos generales y las causales específicas de procedibilidad, pero en este caso se aprecia que las tutelantes no agotaron las herramientas que consagra la legislación para atacar la decisión de archivo de la Fiscalía, toda vez que  al mostrar su inconformidad con el proveído debe así manifestárselo al fiscal y si no logra su cometido, lo correcto es solicitar el control de legalidad ante el juez de garantías. En este caso la tutela no es el medio idóneo para la protección de sus derechos, ni mucho menos se demostró la existencia de un perjuicio irremediable, máxime que a la fecha la señora MARÍA ISABEL GUZMÁN ya está en una seccional diferente a donde al parecer sufrió tratos degradantes y de acoso, y nada se opone para que la misma pueda acudir directamente a las instancias ordinarias. Por tal motivo y en atención al principio de subsidiariedad que caracteriza la tutela, esta debe ser declarada improcedente.

- El Dr. CARLOS JAIME TABORDA TAMAYO, Director Seccional de Fiscalías de Antioquia: expresa que no es cierto que haya desatendido sus múltiples peticiones frente a la situación laboral de la accionante, para lo cual hace una relación pormenorizada de los hechos acaecidos desde que empezó a laborar en junio de 2013, así como de los diferentes acontecimientos que se presentaron y que obligó al traslado de la señora MARÍA ISABEL GUZMÁN a diversos despachos de la Fiscalía en Antioquia, pero en momento alguno se le han menoscabado sus derechos y lo único que se ha buscado es facilitarle su bienestar laboral, el que por su actitud no se dio durante el tiempo que allí trabajó.  
Aduce además que las situaciones con la señora MARÍA ISABEL no fueron solo con él sino con diversos funcionarios de la Seccional de Antioquia, quienes incluso la denunciaron por acoso laboral, lo que igualmente ocurrió con una funcionaria del nivel central, a raíz de los maltratos a funcionarios de Bienestar Social y Salud en el Trabajo, por lo cual hubo de oficiarla, situación que generó que irrumpiera en su oficina en octubre 21 de 2015, dando lugar a que pasados unos 40 minutos se lograra sacar de su puesto de trabajo por personal femenino en atención a su condición de mujer, y como mentía acerca de que su escolta la agredía, por tal razón se grabó el hecho.

Añade también que lo referido por la actora no es cierto, al punto que no conoce a su señora madre, por lo cual no es posible que le haya causado lesión alguna, máxime que en su condición de Director Seccional de Fiscalías de Antioquia nunca la ha ultrajado, injuriado o maltratado, y antes por el contrario, el trato de la actora ha sido agresivo y violento hacia él, lo que dio lugar a que la denunciara por acoso laboral y por falsa denuncia e injuria, pero nunca le ha vulnerado sus derechos. 
Solicita en consecuencia se deniegue el amparo reclamado.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta como tales los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382 de 2000, modificado por los artículos 1069 de 2015 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si por parte de la Fiscalía Décima Delegada ante la H. Corte Suprema de Justicia, se vulneraron los derechos fundamentales de las señoras MARÍA ISABEL GUZMÁN y MARÍA TOMASA GUZMÁN al haberse proferido resolución de archivo dentro del proceso que se adelantaba en contra del Director Seccional de Fiscalías de Antioquia, con ocasión de la denuncia por ellas instaurada.

5.2.- Solución

De conformidad con lo reglado en el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección de sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de la autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

En el presente caso las señoras MARÍA ISABEL GUZMÁN y MARÍA TOMASA GUZMÁN concurren ante el juez constitucional, con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra sus derechos fundamentales, en especial el debido proceso, como quiera que no obstante haber formulado denuncia contra el Dr. CARLOS JAIME TABORDA TAMAYO, en su condición de Director Seccional de Fiscalías de Antioquia, por los delitos de injuria, calumnia, lesiones personales y abuso de autoridad por acto arbitrario e injusto, la Fiscalía 10 Delegada ante la citada Alta Corporación, profirió resolución de archivo sin efectuar una adecuada valoración probatoria.

Con antelación a realizar el análisis de fondo, la Colegiatura considera pertinente hacer mención a un pronunciamiento
 de la H. Corte Constitucional por medio del cual recopiló y reiteró los requisitos generales
 para que proceda la tutela contra providencias judiciales, así como las causales de procedencia especiales
  de acuerdo con lo que en tal sentido se estableció en la sentencia C-590/05, en el que además se puntualizó: 
“En definitiva, como ha sido señalado en reciente jurisprudencia, la acción de tutela contra providencias judiciales es un instrumento excepcional, dirigido a enfrentar aquellas situaciones en que la decisión del juez incurre en graves falencias de relevancia constitucional, las cuales tornan la decisión incompatible con la Constitución. En este sentido, la acción de tutela contra decisión judicial es concebida como un juicio de validez y no como un juicio de corrección
del fallo cuestionado, lo que se opone a que se use indebidamente como una nueva instancia para la discusión de los asuntos de índole probatoria o de interpretación normativa, que dieron origen a la controversia […]” 

Como igualmente lo ha plasmado nuestro superior: “si no existen motivos que impidan promover la acción, ésta procederá contra las decisiones judiciales en la medida que carezcan de fundamento objetivo y configuren una vía de hecho, por lo cual, son improcedentes aquellas demandas donde las consideraciones personales o subjetivas del accionante se anteponen a las argumentaciones del funcionario que las profiere, que es precisamente el caso, toda vez que esa circunstancia por sí misma no es razón suficiente para predicar la existencia de una arbitrariedad”.

Al enfrentar esos presupuestos generales y específicos de procedencia de la tutela al caso que nos ocupa, se hace necesario indicar que no resulta correcto atacar por esta vía la providencia judicial adoptada por la Fiscalía 10 Delegada ante la H. Corte Suprema, por cuanto esta, en sentir del Tribunal, no configura una vía de hecho, máxime que el ordenamiento jurídico ha previsto los mecanismos a los cuales puede acudir el ciudadano, cuando se muestra inconforme con la adopción de una decisión que ordene el archivo de la actuación.
Además, la jurisprudencia constitucional, en punto de la interposición de tutelas contra decisiones judiciales, ha sido enfática en señalar su carácter excepcional y restrictivo, ello en razón de:

“[…] la necesidad de respetar el principio de cosa juzgada y de preservar la seguridad jurídica, la autonomía e independencia de la actividad jurisdiccional del Estado, así como el sometimiento general de los conflictos a las competencias ordinarias de cada juez.
3.3. En ese sentido, dada la naturaleza supletiva de la acción de tutela, la misma no puede ser utilizada como un medio judicial alternativo, adicional o complementario de los establecidos en el ordenamiento jurídico para la defensa de los derechos de manera preferente, como quiera que, a través de su ejercicio, no se busca reemplazar los procedimientos ordinarios o especiales y, menos aún, pretermitir los mecanismos que dentro de estos se han establecido para controvertir las decisiones que se adopten
. 

3.4. Siguiendo esta línea interpretativa, el carácter excepcional y restrictivo al que se ha hecho expresa referencia, conduce necesariamente a afirmar que solo procederá la acción de tutela contra providencias judiciales, “en aquellos eventos en que se establezca una actuación del juzgador, manifiestamente contraria al orden jurídico y violatoria de derechos fundamentales, en especial, de los derechos al debido proceso y de acceso a la administración de justicia. En estos casos, el control en sede de amparo constitucional se justifica, toda vez que los pronunciamientos judiciales que no se ajustan a las reglas preestablecidas, y que afectan de forma indebida los derechos fundamentales, constituyen, en realidad, una desfiguración de la actividad judicial, que termina por deslegitimar la autoridad confiada al juez para administrar justicia, y que debe ser declarada constitucionalmente para dar primacía al derecho sustancial y salvaguardar los derechos fundamentales de los administrados”
.” 
  -negrillas excluidas-
Se observa entonces que la jurisprudencia constitucional es contundente al señalar que el carácter subsidiario y residual de la acción constitucional significa que solo es procedente de manera supletoria, esto es, cuando no existan otros medios de defensa a los que se pueda acudir, o que pese a ello, se promueva para precaver la ocurrencia de un perjuicio irremediable, como así lo refiere el canon 86 C.N. Y precisamente, amén de la subsidiariedad que rige este trámite, ello exige al interesado agotar todos los mecanismos ordinarios que están a su alcance para procurar la protección de los derechos que estima quebrantados.

En el presente caso, se aprecia que las señoras MARÍA ISABEL GUZMÁN y MARÍA TOMASA GUZMÁN están inconformes con la resolución de archivo proferida en diciembre 07 de 2017 por el Fiscal Décimo Delegado, por cuanto en su sentir no valoró la prueba allegada, y frente a tal determinación, como así se indicó, se interpusieron los recursos de “reposición y apelación”.

El artículo 79 C.P.P, relativo al archivo de las diligencias dispone: “Cuando la Fiscalía tenga conocimiento de un hecho respecto del cual constate que no existen motivos o circunstancias fácticas que permitan su caracterización como delito, o indiquen su posible existencia como tal, dispondrá el archivo de la actuación”, y ello conllevó a que el funcionario judicial al analizar las circunstancias planteadas por las denunciantes, considerara que los injustos que le fueron enrostrados al Director Seccional de Fiscalías de Antioquia no se adecuaban a los delitos endilgados, y, consecuente con ello, dispuso el archivo de la actuación. No obstante, también indicó que la citada orden no tenía efectos de cosa juzgada material y por ende de surgir en el futuro nuevos elementos probatorios o fundamentos que permitieran continuar con el ejercicio de la acción penal, se procedería de conformidad de no haberse extinguido la acción penal, e igualmente que no de compartirse la motivación expuesta, y al carecer tal decisión de recursos, los interesados PODRÍAN ACUDIR AL JUEZ DE CONTROL DE GARANTÍAS, de conformidad con lo indicado en la sentencia C-1154/16.

En consideración a que la señora MARÍA ISABEL GUZMAN le solicitó al fiscal que continuara con la actuación y “reabriera el proceso”, el funcionario mediante resolución de mayo 03 de 2018 se pronunció al respecto y sostuvo que no se había aportado ningún elemento probatorio distinto a los ya valorados para adoptar una postura diferente a la emitida en diciembre 07 de 2017, e insistió en la OPCIÓN DE ACUDIR ANTE EL JUEZ DE CONTROL DE GARANTÍAS para que resuelva lo pertinente.

En efecto, en la sentencia C-1154/16 el órgano de cierre en materia constitución dispuso:

“[…] como la decisión de archivo de una diligencia afecta de manera directa a las víctimas, dicha decisión debe ser motivada para que éstas puedan expresar su inconformidad a partir de fundamentos objetivos y para que las víctimas puedan conocer dicha decisión. Para garantizar sus derechos la Corte encuentra que la orden del archivo de las diligencias debe estar sujeta a su efectiva comunicación a las víctimas, para el ejercicio de sus derechos.

Igualmente, se debe resaltar que las víctimas tienen la posibilidad de solicitar la reanudación de la investigación y de aportar nuevos elementos probatorios para reabrir la investigación. Ante dicha solicitud es posible que exista una controversia entre la posición de la Fiscalía y la de las víctimas, y que la solicitud sea denegada. En este evento, dado que se comprometen los derechos de las víctimas, cabe la intervención del juez de garantías. Se debe aclarar que la Corte no está ordenando el control del juez de garantías para el archivo de las diligencias sino señalando que cuando exista una controversia sobre la reanudación de la investigación, no se excluye que las víctimas puedan acudir al juez de control de garantías”. –negrillas y subrayado de la Sala-

Como se aprecia, las accionantes MARÍA ISABEL GUZMÁN y MARÍA TOMASA GUZMÁN ya hicieron uso de uno de los mecanismos ordinarios con los que contaban para procurar que por parte del delegado fiscal se continuara la investigación respectiva, como uno de los escenarios naturales de discusión sobre el referido asunto. Sin embargo, ante esa nueva decisión del ente acusador, no están cerradas definitivamente las vías para intentar lograr el desarchivo y consecuente reapertura del trámite, que es, se supone, el objetivo inmediato que pretenden.

Así se afirma, por cuanto, de existir nuevos elementos probatorios podrían solicitar ese desarchivo en cualquier momento, con antelación por supuesto a que se presente la extinción de la acción penal; o, como ya se les ha hecho claridad en las dos resoluciones, también pueden acudir ante el juez de control de garantías para que esa autoridad judicial ejerza control de legalidad sobre las referidas providencias y se determine si le asiste o no razón a las accionantes en su reclamo.

Todo lo anterior permite señalar, sin equívoco alguno, que ante la existencia de otros medios de defensa judicial y con fundamento en el principio de subsidiariedad que rige la acción de tutela, la misma no se constituye en el mecanismo idóneo ni eficaz para atacar la decisión proferida por la Fiscalía 10 Delegada ante la H. Corte Suprema de Justicia, y, en consecuencia, la pretensión se torna improcedente y así habrá de declararse.

6.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: SE DECLARA IMPROCEDENTE la acción de tutela interpuesta por las señoras MARÍA ISABEL GUZMÁN y MARÍA TOMASA GUZMÁN .
SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� T-094/13


� T-094/13


� ”a.) Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. b.) Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable.  c.) Que se cumpla el requisito de la inmediatez. d.) Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. e.) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible, y f.) Que no se trate de sentencias de tutela.”


� “a.) Defecto orgánico; b.) Defecto procedimental absoluto; c.) Defecto fáctico; d.) Defecto material o sustantivo; e.) Error inducido; f.)  Decisión sin motivación; g.)  Desconocimiento del precedente, y h.)  Violación directa de la Constitución.” 


� Sentencia T-555 del 19 de agosto de 2009, M.P. Luis Ernesto Vargas.


� CSJ STP, 15 oct. 2015, Rad. 82339


� Consultar, entre otras, las Sentencias T-500 de 1995 y T-285 de 2010.


� Sentencias T-271 de 2013 y T-047 de 2014.


� Sentencias T-582 de 2016.
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